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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-002-2008-0267-00

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
AMPARO AGUIRRE DE LOAIZA

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
El juez de segunda instancia no puede considerar la apelación cuando el motivo de disenso no se sustenta.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0034
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los catorce (14) días del mes de mayo del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco de la tarde (5:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora AMPARO AGUIRRE DE LOAIZA en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 28 de enero de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare al INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES responsable del reconocimiento y pago de la pensión de vejez con su respectiva tasa prestacional a favor de la señora AMPARO AGUIRRE DE LOAIZA, a partir del 1 de noviembre del 2007, así como el pago de intereses moratorios a la tasa máxima vigente, costas procesales y agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que nació el 11 de febrero de 1942 y que durante toda su vida cotizó por los conceptos de invalidez, vejez y muerte al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, en calidad de empleada y con vinculación con el Consorcio Prosperar Hoy.
Que al cumplir los 55 años de edad, solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez ante el Instituto de los Seguros Sociales, petición que le fue negada mediante Resolución N° 14018 de 2007, quedando agotada la reclamación administrativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que no son ciertos los hechos expuestos en la demanda, porque no existe en el expediente prueba idónea que demuestre la edad, de la demandante, al igual que tampoco hay prueba de la densidad de semanas cotizadas. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “IRRETROACTIVIDAD E IRREGULARIDAD DE LOS APORTES EFECTUADOS AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL”, “IMPROCEDENCIA DEL RECONOCIMIENTO DE INTERESES MORATORIOS”, “PRESCRIPCIÓN”, “FALTA DE CAUSA”, “ NO SE HAY PRUEBA DE LAS CALIDADES ALEGADAS POR EL DEMANDANTE”,   y “BUENA FE” 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió condenar la INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar la pensión de vejez de manera vitalicia a la señora AMPARO AGUIRRE DE LOAIZA, desde el 1 de marzo de 2008 con las mesadas adicionales “sin perjuicio de los aumentos legales futuros”, además del pago de intereses moratorios a la tasa máxima permitida, a partir del 1 de marzo de 2008 hasta el día que se efectúe el pago, finalmente dispuso el pago de costas procesales a la parte demandada en un 100%.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que de acuerdo al registro civil de nacimiento de la actora se pudo constatar que al 01 de abril de 1994, contaba con más de 35 años de edad, por lo era beneficiaria del régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993, por lo que había de aplicarse el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, respecto del cual cumplía todos los requisitos allí establecidos, toda vez que contaba con más de 55 años de edad y 1021.7142 semanas de cotización, lo que la hace acreedora al  derecho al reconocimiento de la pensión de vejez. 

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandada presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que “no se acreditaron 500 semanas en los últimos 20 años al cumplimiento de la edad, ni 1000 semanas en cualquier tiempo”, por parte de la demandante, y que la sentencia debió versar sobre los hechos ocurridos hasta la fecha en que se realizó la reclamación administrativa, y no al momento de fallar. Finalmente manifiesta su desacuerdo respecto de la condena al pago de los intereses moratorios desde el 1 de marzo de 2008, “toda vez que la sentencia proferida no ha quedado en firme”

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Existen razones suficientes para que el juez de segunda instancia revise una providencia cuando el motivo de disenso expuesto en la alzada no se sustenta?

Dispone el parágrafo 1º del artículo 352 del  Código de Procedimiento Civil, aplicable por remisión al procedimiento laboral:


“El apelante deberá sustentar el recurso ante el juez o tribunal que debe resolverlo,  más tardar dentro de la oportunidad establecida en los artículos 359 y 360, so pena de que se declare desierto. Para la sustentación del recurso, será suficiente que el recurrente exprese en forma concreta, las razones de su inconformidad con la providencia”.


Del texto de la norma parcialmente transcrita se deduce con toda claridad que el recurso de apelación debe sustentarse, para lo cual no se exigen formas sacramentales. No obstante, es necesario que el impugnante exprese con precisión cuál es el aspecto materia de inconformidad y explicite las razones que  apoyan dicha discrepancia.


En la sentencia de primera instancia se consideró que la demandante cumplía con el número de semanas cotizadas para adquirir el derecho a la pensión (1021.7142), con base en la información contenida a folios 64 a 68 del expediente.  A pesar de que el censor manifestó inconformidad con la antedicha conclusión, se abstuvo de indicar los fundamentos fácticos y jurídicos para colegir que se cotizó una suma diferente de semanas, y que por ende no se cumplía uno de los requisitos esenciales para el reconocimiento de la pensión.


A través de un recurso de apelación no es factible procurar que el juez de segunda instancia haga una nueva revisión de las pruebas, con la esperanza de que de ella surja una conclusión favorable a la parte impugnante. No, es obligación señalar las razones de la inconformidad, que para el caso sería la indicación del número real y correcto de semanas cotizadas, con base en las pruebas obrantes en el expediente.


En el debate dialéctico que se hace en un proceso, las partes tienen la carga de fundamentar sus pretensiones y oposiciones. Para rebatir un cálculo matemático, no basta señalar que es incorrecto, sino que se debe argumentar por qué razón y cuál es el guarismo que en reemplazo se debe tener por cierto. Si de número de semanas cotizadas se trata, puede objetarse que la prueba sobre las mismas es defectuosa o insuficiente, o que transgrede principios de lógica, parámetros legales o que es contraevidente. 


En suma, no cumplió el impugnante  la carga de argumentar su disenso con el número de semanas cotizadas, y por ello la decisión no será modificada.
En relación con la condena al pago de los intereses moratorios a partir del 01 de marzo de 2008, fecha en que se reconoce la pensión, el recurrente indica que es incorrecto y que los mismos se deben reconocer después de cuatro meses de quedar en firme la respectiva decisión. Sea lo primero manifestar que no le asiste la razón porque la Corte Suprema de Justicia
 ha sido enfática en señalar desde cuando se reconocen los mismos al expresar que “el estado de mora surge una vez vencido el término que la ley concede a la administradora de pensiones para proceder al reconocimiento y pago de la prestación, sin que lo haya hecho. No basta entonces, la reclamación por parte del interesado o beneficiario, sino que se debe dejar correr el término previsto legalmente para que la administradora dé respuesta a la solicitud, y sólo hasta ese momento si no se ha satisfecho la obligación o se hace tardíamente fuera de ese término, es dable predicar incumplimiento de su parte”, 
De acuerdo con lo anterior y si la demandante elevó la reclamación administrativa el 30 de octubre de 2007 (fl. 7), el Instituto de Seguros Sociales contaba con cuatro meses para resolver la solicitud de pensión de vejez, esto es, hasta el 29 de febrero y como no se hizo, los intereses moratorios deben reconocerse a partir del 01 de marzo de 2008, como acertadamente lo advirtió la a-quo.  

Por lo anteriormente expuesto, y sin entrar en mayores análisis, la Sala procederá a confirmar la sentencia objeto de censura.



En consideración a lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira,  

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 28 de enero de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por AMPARO AGUIRRE DE LOAIZA contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Condenar en costas en segunda instancia al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a favor de la demandante. Por Secretaría liquídense. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, MP. Dr. Eduardo López Villegas. Sentencia del 04 de junio de 2008. Acta N° 029.





